DICTAMEN de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Sexta Legislatura con relación a la Iniciativa de Decreto mediante la cual se reforman diversas disposiciones de la Ley que crea el Instituto Estatal de la Vivienda Popular, así como de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado, suscrita por el Ejecutivo del Estado.

R E S U L T A N D O

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 22 de diciembre de 2003, se dio cuenta de la Iniciativa de Decreto mediante la cual se reforman diversas disposiciones de la Ley que crea el Instituto Estatal de la Vivienda Popular, así como de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado, suscrita por el Ejecutivo del Estado.

SEGUNDO. Que por acuerdo del Presidente de la Mesa Directiva del Pleno, se dispuso que la misma se turne a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, para efectos de estudio y dictamen, y;

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Que esta Comisión es competente para emitir el presente dictamen, tanto por el acuerdo de la Mesa Directiva del Pleno y según lo dispuesto por los artículos 41 y 42 apartado 1 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado.

SEGUNDO. Que la iniciativa de reforma se sustentó en los términos siguientes:

El Plan Estatal de Desarrollo 2000-2005 determina, entre otros, como objetivos fundamentales para la administración estatal, los de reducir y hacer más eficientes las estructuras administrativas y el de mejorar la calidad de los servicios gubernamentales. 

En tal contexto, al iniciar su gestión el actual Titular del Ejecutivo propuso a este  Congreso la iniciativa de una nueva Ley Orgánica de la Administración Pública Estatal. Con la aprobación de ella, se sentaron las bases normativas para reestructurar formal y orgánicamente al aparato administrativo estatal, así como para definir el ámbito de competencia de cada una de las dependencias estatales y determinar las atribuciones particulares que a cada una de ellas les correspondería atender en el ejercicio de la función administrativa. 

De esa forma, por citar, fue creada la Secretaría de Seguridad Pública y Protección Ciudadana; se redefinió el ámbito de competencia de la Secretaría de Finanzas para que, lo referente a la planeación para el desarrollo que antes le correspondía llevar a cabo, fuera ahora competencia de la Secretaría de Planeación y Desarrollo y, además, se determinó que la Secretaría de Salud atendería única y exclusivamente esa materia y que, por tanto, lo referente al desarrollo comunitario pasaría a ser competencia de la Secretaría de Desarrollo Social.

Así pues, la Ley Orgánica de la Administración Pública define el campo de actuación que corresponde a cada dependencia estatal.

Empero, aún cuando transitoriamente se determina en esa ley, por una parte, que quedan derogadas todas las leyes, reglamentos y demás disposiciones legales que se opongan a la misma, así como, por otra parte que, “en los casos en que otras leyes atribuyan facultades a dependencias con distinta denominación a las previstas en este ordenamiento, deberán entenderse conferidas a estas últimas, en la forma y términos en que las propias leyes lo dispongan”, se estima conveniente uniformar textualmente, por técnica legislativa, la legislación cuyo texto resulta a primera vista contradictorio con ella.

Es el caso de lo previsto en la Ley que crea el Instituto Estatal de la Vivienda Popular, que determina que el Consejo de Administración de ese organismo público descentralizado, estará presidido por el Secretario de Desarrollo Social. Sin embargo, conforme lo señalado por la Ley Orgánica de la Administración Pública Estatal y, con base en la interpretación sistemática de la misma, corresponde presidirlo a la Secretaría de Planeación y Desarrollo.

Es decir, si bien a la Secretaría de Desarrollo Social le compete formular, coordinar, ejecutar y evaluar los programas federales y estatales para el desarrollo social y las acciones de infraestructura que incidan en la vivienda popular en el Estado, entre otras, no se encuentra dentro de su esfera de atribuciones lo referente a la promoción y construcción de viviendas ni la constitución de reservas territoriales fuera del contexto del apoyo que debe otorgar a los grupos sociales en desventaja, porque ello resulta dentro del ámbito del desarrollo económico de la entidad y, en consecuencia, es competencia de la Secretaría de Planeación y Desarrollo.

Es decir, mientras que a la SEDESOL Estatal le corresponde, entre otras atribuciones, las de:

· Promover, fomentar y fortalecer, dentro de su competencia, la organización formal de grupos y sectores sociales a través de comisiones orientadas a estudiar y plantear soluciones alternativas para la vivienda.

· Formular, promover, concertar y ejecutar programas de construcción y mejoramiento de vivienda, sobre todo los que beneficien a los sectores más necesitados.

· Promover y fomentar la organización de sociedades constructoras de vivienda y de materiales de construcción en las comunidades, en coordinación con las dependencias correspondientes.

A la Secretaría de Planeación y Desarrollo, conforme a la propia Ley Orgánica en comento, le compete planear, promover, fomentar, regular y evaluar el desarrollo económico del Estado, así como atender lo relativo a agua, saneamiento, protección ecológica y vivienda en la entidad.

Por tanto, le compete el despacho, entre otros, de los siguientes asuntos:

· Planear y promover, con la participación de los sectores social y privado, el desarrollo industrial, minero, comercial, turístico y de los servicios en el Estado. 

· Formular y ejecutar los programas de promoción y desarrollo de la actividad industrial, comercial, minera, turística y de servicios en el Estado.

· Promover la creación de reservas territoriales estratégicas para la construcción de vivienda, obras públicas y vialidades.

· Promover la construcción de obras de infraestructura, equipamiento para el desarrollo urbano, la protección y restauración del medio ambiente; 

· Organizar y fomentar en coordinación con las instituciones de educación superior, las investigaciones relacionadas con desarrollo urbano, vivienda y ecología;

Por ello y ante la falta de uniformidad en los textos legales señalados, esta iniciativa  tiene por objeto precisar, por una parte, las atribuciones específicas de la SEDESOL en materia de vivienda y, por otra parte, la sectorización del organismo señalado, así como determinar que su Consejo de Administración está y estará presidido por el titular de la Secretaría de Planeación y Desarrollo y no por el de la Secretaría de Desarrollo Social.

De esa manera, se estima que, más allá de sólo unificar la legislación, será posible determinar con mayor precisión, a través de la reforma de la ley del IEVP y de la Orgánica de la Administración Pública Estatal, la esfera de responsabilidades de los titulares de las dependencias estatales correspondientes así como el cumplimiento de los objetivos que correspondan por sectores.

TERCERO. Que una vez que los integrantes analizaron la iniciativa en comento estiman que se encuentra plenamente justificado proponer a esta Legislatura para su estudio, discusión y aprobación en su caso, la siguiente:

INICIATIVA DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO. Se reforman los artículos primero y séptimo, fracción I y III, incisos c), d) y f) de la Ley que crea el Instituto Estatal de la Vivienda Popular, publicada en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado el día 31 de diciembre de 1975, para quedar como siguen:

ARTÍCULO PRIMERO.- Se crea el Instituto Estatal de la Vivienda Popular como organismo público descentralizado de la Administración Pública Estatal, con personalidad jurídica y patrimonio propios, que estará sectorizado a la Secretaría de Planeación y Desarrollo.

El organismo que se crea tendrá su domicilio en la ciudad de Saltillo, sin perjuicio de que pueda contar con oficinas en otras ciudades de la entidad.

ARTÍCULO SÉPTIMO.- ...

I. Por un Presidente, que será el Secretario de Planeación y Desarrollo del Gobierno del Estado.

II. ...

III. ...

a) y b) ...

c) El Secretario de Urbanismo y Obras Públicas.

d) El Secretario de Desarrollo Social.

e) ...

f) El Secretario de Salud.

g) ...

...

ARTÍCULO SEGUNDO.- Se reforman el artículo 28, en su primer párrafo y sus fracciones XXI, XXII, XXIV y XXIX; se deroga su fracción XXIII y se adiciona, la fracción XXX, todos de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza, publicada en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado número 17 del 29 de febrero de 2000, para quedar como siguen: 

ARTÍCULO 28. La Secretaría de Desarrollo Social es la dependencia encargada de formular, coordinar, ejecutar y evaluar los programas federales y estatales para el desarrollo social, las acciones de mejoramiento que incidan en la vivienda en el Estado y lo referente a la regularización de la tenencia de la tierra; es además la encargada de coordinar las acciones de vinculación con organismos de la sociedad civil para el desarrollo de las comunidades; será también la responsable de proyectar y coordinar acciones de vinculación y capacitación para el fomento del empleo; le compete el despacho de los siguientes asuntos: 

I a XX. …

XXI. Promover, fomentar y fortalecer, dentro de su competencia, la organización formal de grupos y sectores sociales a través de comisiones orientadas a estudiar y plantear soluciones alternativas para el desarrollo social en la entidad.

XXII. Formular, promover, concertar y ejecutar programas de mejoramiento de la vivienda, que beneficien a los sectores más necesitados.

XXIII. Se deroga.

XXIV. Someter a la decisión del Gobernador del Estado los estudios de expropiación de inmuebles por causa de utilidad pública en aspectos para la regularización de la tenencia de la tierra, conforme a las disposiciones aplicables.

XXV a XXVIII. ...

XXIX. Realizar, en coordinación con los municipios de la entidad, acciones para la infraestructura urbana como son de electrificación, alumbrado público y de nomenclatura; de infraestructura vial en colonias densamente pobladas y de imagen urbana y demás que incidan en beneficio de los habitantes de colonias populares.

XXX. Los demás que le encomienden expresamente las leyes y reglamentos.

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones que se opongan a las previstas en este decreto.

Así, lo acuerdan los diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Sexta Legislatura del Congreso del Estado, diputado Jesús Mario Flores Garza (Coordinador), diputado Carlos Támez Cuellar, diputada Latiffe Burciaga Neme, diputado Gabriel Calvillo Ceniceros, diputado Miguel Felipe Mery Ayup, diputada Mary Telma Guajardo Villarreal, diputado Luis Fernando Salazar Fernández, diputado Jesús de León Tello, diputado Evaristo Lenin Pérez Rivera. Saltillo, Coahuila marzo 31del año 2004.

COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES

Dip. Jesús Mario Flores Garza                         Dip. Carlos Támez Cuellar

	Dip. Latiffe Burciaga Neme

Dip. Miguel Felipe Mery Ayup   

Dip. Luis Fernando Salazar Fernández


	       Dip. Gabriel Calvillo Ceniceros

       Dip. Mary Telma Guajardo Villarreal

        Dip. Jesús de León Tello


Dip. Evaristo Lenin Pérez Rivera
DICTAMEN de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Sexta Legislatura, con relación al expediente que contiene la Minuta Proyecto de Decreto que Reforma el Primer Párrafo del Artículo 65 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, enviado por la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión para los efectos del artículo 135 de la propia Constitución General.

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión por el Pleno del Congreso, se dio cuenta del expediente que contiene la “Minuta Proyecto de Decreto que Reforma el Primer Párrafo del Artículo 65 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos”, enviado por la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión para los efectos del artículo 135 de la propia Constitución General.

SEGUNDO. Que por acuerdo del Presidente de la Mesa Directiva del Pleno, dicho expediente fue turnado a esta Comisión para su estudio y dictamen.

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que esta Comisión es competente para emitir el presente dictamen, tanto por el acuerdo de la Mesa Directiva del Pleno y según lo dispuesto por los artículos 41 y 42 apartado 1 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado.

SEGUNDO. Que como antecedente de la Minuta con Proyecto de Decreto, cabe mencionar que ante la Cámara de Diputados fueron presentadas seis iniciativas por diputados de los diferentes grupos parlamentarios, señalándose que el 30 de abril de 1998, el Dip. José Luis Gutiérrez Cureño, del Partido de la Revolución Democrática presentó la iniciativa de reformas a los párrafos primero del artículo 65 y primero del artículo 66 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Así mismo el 29 de octubre de 1998, el Dip. José Adán Deniz Macías, presentó la iniciativa de reformas y adiciones a los artículos 59, 66,73 y 93 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a nombre de diversos Grupos Parlamentarios.

Por su parte, el Dip. Ismael Cantú Nájera, presentó el 12 de enero del 2000 la Iniciativa de reformas y adiciones a los artículos 51, 65, 66, 71, 89 y 93 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a nombre del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática.

El 19 de abril del 2001, el Dip. David Rodríguez Torres del Partido Acción Nacional, presentó la iniciativa que reforma a los artículos 65 y 66 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los artículos 4º y 6º de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos.

En fecha 20 de marzo del 2002, el Dip. Martí Batres Guadarrama, del Partido de la Revolución Democrática, presentó la iniciativa que reforma, adiciona y deroga los artículos 65, 66, 69, 78, 84, 85, 87, 88, 93 y 99 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Finalmente, el 4 de abril del 2002, el Dip. Uuc-kib Espadas Ancona, del Partido de la Revolución Democrática, presentó la iniciativa de reformas a los artículos 25, 26, 65, 66, 69, 70, 73, 76, 78, 83, 93, 102, 110, 111, 122, 127, y 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

TERCERO. Que todas las iniciativa mencionadas presentan coincidencia en el sentido de modificar el artículo 65 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a fin de ampliar el período ordinario de sesiones del Congreso de la Unión. Por lo que una vez que las iniciativas fueron estudiadas y analizadas se procedió a la formulación del dictamen correspondiente.

CUARTO. Que al recibirse en la Cámara de Senadores la Minuta con Proyecto de Decreto por el que se reforma el primer párrafo del artículo 65 Constitucional, enviado por la Cámara de Diputados, la Presidencia de la Mesa Directiva del Senado, turnó dicha Minuta a las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales; y Estudios Legislativos Primera, con la opinión de la Comisión de Reglamentos y Prácticas Parlamentarias.

QUINTO. Que al dictaminar dichas comisiones se hicieron las siguientes consideraciones:

 “ La iniciativa tiene como objeto específico el ampliar el tiempo efectivo de trabajo continuo de ambas cámaras, para que tanto las comisiones como los legisladores dispongan de mayor lapso de actividades en forma paralela a las sesiones del pleno. 

Que el Congreso de la Unión como parte responsable del destino del país, requiere de un plazo mayor de actividad ante el pleno para la toma de decisiones en las sesiones ordinarias, sin detrimento de que la labor legislativa continúe en Comisiones fuera de estos períodos.

La realidad legislativa ha evidenciado que es insuficiente el tiempo de los períodos ordinarios de sesiones para cumplir con los objetivos del Congreso, ya que los períodos legislativos tan cortos no alcanzan para analizar con detalle las diversas iniciativas presentadas al Congreso y atender además sus otras obligaciones relacionadas con la fiscalización del gasto público, la aprobación del presupuesto y la atención de los incontables asuntos políticos que son motivo de las deliberaciones y debates parlamentarios. 
SEXTO. En virtud de lo anterior las Comisiones dictaminadoras de la Cámara de Senadores reconocen la procedencia y viabilidad de la reforma contenida en la Minuta con Proyecto de Decreto que envía la colegisladora, por lo que aprueban la misma, y proceden a su envío a las Legislaturas de los Estados, para los efectos constitucionales.

Con base en las consideraciones anteriores la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, estima procedente presentar al Pleno del Congreso, para su conocimiento, discusión y aprobación en su caso el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO ÚNICO. Se aprueba la Minuta con Proyecto de Decreto por el que se Reforma el Primer Párrafo del Artículo 65 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar en los siguientes términos:

ARTÍCULO PRIMERO.-  Se reforma el primer párrafo del artículo 65 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:

ARTÍCULO 65.- El Congreso se reunirá a partir del 1º de septiembre de cada año, para celebrar un primer período de sesiones ordinarias y a partir del 1º de febrero de cada año para celebrar un segundo período de sesiones ordinarias.

T R A N S I T O R I O S

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

SEGUNDO. Al entrar en vigor el presente decreto, deberán impulsarse las reformas y adiciones a la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos y demás disposiciones legales aplicables en la materia

TRANSITORIOS

PRIMERO. Publíquese el presente Decreto en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SEGUNDO. Comuníquese la expedición del presente Decreto a la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión para los efectos del artículo 135 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Así lo acuerdan los diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Sexta Legislatura del Congreso del Estado, diputado Jesús Mario Flores Garza (Coordinador), diputado Carlos Támez Cuellar, diputada Latiffe Burciaga Neme, diputado Gabriel Calvillo Ceniceros, diputado Miguel Mery Ayup, diputada Mary Telma Guajardo Villarreal, diputado Luis Fernando Salazar Fernández, diputado Jesús de León Tello, diputado Evaristo Lenin Pérez Rivera, Saltillo, Coahuila., a marzo 31 del año 2004.

COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES

Dip. Jesús Mario Flores Garza
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Dip. Latiffe Burciaga Neme

            Dip. Gabriel Calvillo Ceniceros

Dip. Miguel Felipe Mery Ayup

            Dip. Mary Telma Guajardo Villarreal

Dip. Luis Fernando Salazar Fernández
            Dip. Jesús de León Tello

Dip. Evaristo Lenin Pérez Rivera
DICTAMEN de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Sexta Legislatura, con relación al expediente que contiene la Minuta Proyecto de Decreto por que se Reforma el Artículo Segundo Transitorio del Decreto de Reformas a los Artículos 30, 32 y 37 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, Publicado en el Diario Oficial de la Federación el 20 de marzo de 1997, enviado por la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión para los efectos del artículo 135 de la propia Constitución General.

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión por el Pleno del Congreso, se dio cuenta del expediente que contiene la Minuta Proyecto de Decreto por que se Reforma el Artículo Segundo Transitorio del Decreto de Reformas a los Artículos 30, 32 y 37 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, Publicado en el Diario Oficial de la Federación el 20 de marzo de 1997, enviado por la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión para los efectos del artículo 135 de la propia Constitución General.

SEGUNDO. Que por acuerdo del Presidente de la Mesa Directiva del Pleno, dicho expediente fue turnado a esta comisión para su estudio y dictamen.

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que como antecedentes de la Minuta que se envía por la Cámara de Diputados se advierte que ante dicho órgano se recibió el acuerdo del Pleno de la Quincuagésima Sexta Legislatura del Honorable Congreso del Estado de Jalisco, mediante el cual remite la Iniciativa de Ley que deroga el artículo segundo transitorio de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos que modificó los artículos 30, 32, y 37, publicado en el Diario Oficial de la Federación de fecha 20 de marzo de 1997.

Que la Comisión Permanente del Honorable Congreso de la Unión en sesión celebrada el 5 de marzo del año en curso, determino que la referida Iniciativa fuera turnada a la Comisión de Puntos Constitucionales de la Cámara de Diputados.

SEGUNDO. Que así mismo en sesión celebrada en fecha 25 de marzo de 2003 por la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión, las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales, Estudios Legislativos y Población y Desarrollo, presentaron el dictamen con proyecto de decreto por el que se reforma el artículo Segundo Transitorio de los artículos 30, 32 y 37 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 20 de marzo de 1997. En la precitada sesión, el Pleno de la Cámara de Senadores discutió y aprobó el dictamen con proyecto de decreto por el que se reforma el artículo Segundo Transitorio a los artículos 30, 32 y 37 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 20 de marzo de 1997. Por lo que envió dicha Minuta a la Cámara de Diputados, y una vez recibida en la Cámara, se acordó por parte de la Mesa Directiva su turno a la Comisión de Puntos Constitucionales para su estudio y dictamen.

TERCERO. Que a la Comisión de Puntos Constitucionales, de la Cámara de Diputados de igual modo fue turnada la Iniciativa de Decreto por que se Reforma el Artículo Segundo Transitorio del Decreto de Reformas a los Artículos 30, 32 y 37 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, Publicado en el Diario oficial de la federación el 20 de marzo de 1997, enviada por el Congreso de Michoacán.

Que la Comisión de Puntos Constitucionales emitieron dictamen mediante el cual se resuelve sobre la iniciativas planteadas y en esencia señalaron que:

En esencia, las iniciativas referidas y la Minuta proponen la correspondiente reforma con objeto de que el beneficio que contempla la disposición citada sea permanente y no quedara limitado a los cinco años que se determinaron al momento de la emisión del decreto, cuya reforma se pretende. 

“La reforma constitucional propuesta tiene por objeto la no pérdida de la nacionalidad mexicana independientemente de que adopte alguna otra nacionalidad o ciudadanía. Con esta medida, se pretende que quienes opten por alguna nacionalidad distinta a la mexicana, puedan ejercer plenamente sus derechos en su lugar de residencia, en igualdad de circunstancias respecto a los nacionales del lugar”.

“Resulta importante acotar que la migración mexicana tiene una serie de características peculiares por las cuales, el sitio de destino, suele ser temporal comparado con los patrones de conducta de otras naciones. Es recurrente que después de cumplir un ciclo productivo en otro país, los mexicanos busquen ingresar a México, reintegrándose a sus comunidades de origen. Sin embargo, durante ese período en el exterior, suelen enfrentar condiciones adversas y en ocasiones discriminatorias por no adoptar la nacionalidad del país receptor. De aprobarse esta reforma constitucional, se subsanarían las preocupaciones de esos mexicanos que, por temor a perder su nacionalidad, no dan el paso para integrarse con plenos derechos a las sociedades donde viven, sea permanente o transitoriamente”.

Esta Comisión considera que por el gran número y dispersión de los emigrantes mexicanos, que alcanza varios millones en los Estados Unidos de América, es de suyo difícil y problemático alcanzar la difusión de las reformas que les conceden l beneficio de la nacionalidad. 

Por otra parte el tema migratorio, especialmente con el gobierno de los Estados Unidos de América continúa siendo uno de los renglones prioritarios de la agenda nacional y, por tanto, de nuestra agenda legislativa, debe insistirse en su avance; los países receptores de migrantes mexicanos deben tomar conciencia de la importancia que para sus economías representan y por ende, deben otorgárseles las facilidades necesarias para su permanencia y reingreso a su país de origen.

El tema de la migración debe seguir siendo prioritario para los países participantes en el fenómeno migratorio.

La posibilidad de que en cualquier momento, los connacionales que lo deseen y satisfagan los requisitos que la propia Ley señala, puedan recuperar su nacionalidad mexicana, es una cuestión digna de tomarse en cuenta porque despierta indudablemente inquietudes en quienes han adquirido la nacionalidad norteamericana, independientemente de que tengan o no, de manera suficiente, la información necesaria sobre las reformas constitucionales.

Este clima, favorable a incrementar las inquietudes de nuestros connacionales, se ve aumentado con las restricciones de política migratoria que por recientes acontecimientos está tomando el gobierno norteamericano.

No tiene sentido limitar un derecho para que se ejercite en un determinado plazo cuando la intención constitucional, según quedó claro, era favorecer a nuestros conciudadanos en el exterior sin que la misma Constitución, en su texto básico, impusiera limitación alguna. 

CUARTO. En virtud de lo anterior la Comisión de Puntos Constitucionales de la Cámara de Diputados reconocen la procedencia y viabilidad de las iniciativas, por lo que aprueban la Minuta con Proyecto de Decreto, y proceden a su envío a las Legislaturas de los Estados, para los efectos constitucionales.

Con base en las consideraciones anteriores la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, estima procedente presentar al Pleno del Congreso, para su conocimiento, discusión y aprobación en su caso el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO ÚNICO. Se aprueba la Minuta con Proyecto de Decreto por el que se Reforma el Artículo Segundo Transitorio del Decreto de Reformas a los Artículos 30, 32 y 37 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, Publicado en el Diario Oficial de la Federación el 20 de marzo de 1997, para quedar en los siguientes términos:

ÚNICO.- SE REFORMA EL ARTÍCULO SEGUNDO TRANSITORIO DEL DECRETO DE REFORMAS A LOS ARTÍCULOS 30, 32 Y 37 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL VEINTE DE MARZO DE 1997, PARA QUEDAR COMO SIGUE:

TRANSITORIOS

PRIMERO. ...

SEGUNDO. Quienes hayan perdido su nacionalidad mexicana por nacimiento, por haber adquirido voluntariamente una nacionalidad extranjera y si se encuentran en pleno goce de sus derechos, podrán beneficiarse de lo dispuesto en el artículo 37, apartado A), Constitucional previa solicitud que hagan a la Secretaría de Relaciones Exteriores, en cualquier tiempo.

TERCERO. ...

CUARTO. ...

QUINTO. ...

TRANSITORIO

ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

TRANSITORIOS

PRIMERO. Publíquese el presente Decreto en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO. Comuníquese de la expedición del presente Decreto a la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, para los efectos del Artículo 135 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Así lo acuerdan los diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Sexta Legislatura del Congreso del Estado, diputado Jesús Mario Flores Garza (Coordinador), diputado Carlos Támez Cuellar, diputada Latiffe Burciaga Neme, diputado Gabriel Calvillo Ceniceros, diputado Miguel Mery Ayup, diputada Mary Telma Guajardo Villarreal, diputado Luis Fernando Salazar Fernández, diputado Jesús de León Tello, diputado Evaristo Lenin Pérez Rivera, Saltillo, Coahuila., a marzo 31 del año 2004.

COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES

Dip. Jesús Mario Flores Garza                         Dip. Carlos Támez Cuellar

	Dip. Latiffe Burciaga Neme

Dip. Miguel Felipe Mery Ayup   

Dip. Luis Fernando Salazar Fernández


	       Dip. Gabriel Calvillo Ceniceros

       Dip. Mary Telma Guajardo Villarreal

        Dip. Jesús de León Tello


Dip. Evaristo Lenin Pérez Rivera
Con fundamento en lo establecido por los artículos 67 fracción XX, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, y los artículos 17 inciso 1, 40, 42 inciso 3 y 84 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila, la Comisión de Justicia de este Honorable Congreso, emite el siguiente proyecto de dictamen: 

ANTECEDENTES:

1.
Con fecha 03 de diciembre de 2003 en curso fue turnada a está Comisión, por el Pleno de este H. Congreso del Estado la siguiente documentación 

· OFICIO DEL CONGRESO DEL ESTADO DE TLAXCALA MEDIANTE EL CUAL SE INFORMA SOBRE LA APROBACION DE UN PUNTO DE ACUERDO, PARA SOLICITAR A LA CAMARA DE DIPUTADOS DEL CONGRESO DE LA UNION QUE APRUEBEN LA REFORMA DE LA LEY FEDERAL CONTRA LA DELINCUENCIA ORGANIZADA, CON OBJETO DE QUE EL DELITO FISCAL DE CONTRABANDO Y LOS ACTOS EQUIPARADOS AL MISMO, SE INCLUYEN EN EL ARTICULO 2°. DE DICHO ORDENAMIENTO Y SE TIPIFIQUEN COMO ACTOS QUE LAS ORGANIZACIONES DELICTIVAS LLEVAN A CABO DE MANERA PERMANENTE, DISPONIENDOSE, ASMISMO, SU ENVIO A LAS LEGISLATURAS DE LOS ESTADOS, CON LA SOLICITUD DE QUE SE SUMEN A ESTA SOLICITUD.

2.
Anexo al oficio citado se recibieron copias simples de los siguientes documentos:

a)
Oficio de fecha 07 de noviembre de 2003, signado por el Lic. Sergio Cuauhtémoc Lima Pérez, Diputado Secretario Parlamentario del H. Congreso de Tlaxcala.

b)
Resolutivos de Punto de acuerdo aprobado por el Pleno de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Honorable Congreso del Estado de Tlaxcala en el cual se acordó lo siguiente:
PRIMERO.- Solicitar, como Poder Legislativo Estatal a la Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, que a la brevedad posible, apruebe la reforma a la Ley Federal contar la delincuencia Organizada, para que tanto el delito Fiscal de contrabando y los actos que se equiparan a éste, que se traducen en el contrabando documentado, se introduzcan en el artículo 2°. De dicha ley federal y sean tipificados como actos que las organizaciones delictivas llevan a cabo de manera permanente.

SEGUNDO: Envíese copia del Presente Punto de Acuerdo al resto de las. Legislaturas de los Estados, con la finalidad de que se sumen la solicitud que se formula a la Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión.

CONSIDERANDOS:
PRIMERO.- Una vez que se realizó un análisis minucioso de los documentos arriba descritos y del estudio realizado al artículo 2°. De la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada que se solicita sea reformado y que a la letra establece.

Cuando tres o más personas acuerden organizarse o se organicen para realizar, en forma permanente o reiterada,

conductas que por sí o unidas a otras, tienen como fin o resultado cometer alguno o algunos de los delitos .siguientes,

serán sancionadas por ese solo hecho, como miembros de la delincuencia organizada:

I. Terrorismo, previsto en el artículo 139, párrafo primero; contra la salud, previsto en los artículos 194 y 195, párrafo

primero; falsificación o alteración de moneda, previstos en los artículos 234, 236 y 237; operaciones con recursos de

procedencia ilícita, previsto en el artículo 400 bis, todos del Código Penal para el Distrito Federal en Materia de Fuero 

Común, y para toda la República en Materia de Fuero Federal; 

II. Acopio y tráfico de armas, previstos en los artículos 83 bis y 84 de la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos;

III. Tráfico de indocumentados, previsto en el artículo 138 de la Ley General de Población; 

IV. Tráfico de órganos, previsto en los artículos 461, 462 y 462 bis de la Ley General de Salud, y 

V. Asalto, previsto en los artículos 286 y 287; secuestro, previsto en el artículo 366; tráfico de menores, previsto en el

artículo 366 ter, y robo de vehículos, previsto en el artículo 381 bis del Código Penal para el Distrito Federal en Materia

de Fuero Común, y para toda la República en Materia de Fuero Federal, o en las disposiciones correspondientes de las

legislaciones penales estatales.

La Comisión de Justicia y de Derechos Humanos de la Cámara, actualmente analiza las reformas que se han presentado a la Ley Federal presentadas contra la delincuencia organizada por los Senadores Fauzi Hamdan Amad, Francisco Fraile García y Ricardo Alaniz Posada, estas reformas consisten en añadir una fracción mas al articulo 2 que ha sido trascrito y se incluya. al delito de contrabando como delincuencia organizada además de que un Juez de distrito pueda, en caso necesario, autorizar la intervención de comunicaciones privadas, tratándose de las materias aduanales y fiscales, actualmente el contrabando y su equiparable se encuentra a contemplado en el Código Fiscal de la Federación artículos 102 y 105 fracciones I a la IV. En la exposición de motivos se establece, si bien el contrabando está tipificado como delito grave y, por ende, no procede la libertad provisional, se estima necesario considerarlo uno de los supuestos de la delincuencia organizada, a efecto de que en su detección y combate la autoridad cuente con los mecanismos que le permitan actuar de manera oportuna. lo que permitirá que las autoridades actúen en un marco legalidad, con pleno respeto al Estado de derecho y en beneficio de la sociedad. 

SEGUNDO.- Asimismo es importante resaltar que la Delincuencia organizada se manifestaba principalmente en conductas delictuosas como narcotráfico y secuestro, sin embargo en los últimos años, el narcotráfico se ha convertido en una actividad ilícita, es necesario que se persiga y se castigue bajo un régimen distinto como lo es la Ley Federal contra la delincuencia Organizada, toda vez que el contrabando ha superado a las instituciones y se encuentra en una expansión por demás preocupante ya que este tráfico de mercancías introducidas ilegalmente al país, provoca severas perdidas al sistema fiscal, violando las leyes fiscales al efecto, obteniendo de esta forma ganancias en forma ilegal, además de ser una competencia desleal en contra de los comerciantes debidamente establecidos y regulados conforma a las normativas comerciales y fiscales.

TERCERO.- En los últimos años, la mercancía ilegal proveniente principalmente de Asia, textiles, calzado y juguetes ha afectado seriamente la economía de nuestro país que ha propiciado la quiebra de industrias y la inevitable perdida de empleos aumentándose la economía informal, estas actividades al ser realizadas por organizaciones perfectamente organizadas que hacen posible la introducción de mercancías, transportación y comercialización. Todas estas consideraciones con aceptadas y, compartidas por esta Comisión por lo que estamos de acuerdo y nos pronunciamos a favor en que el delito de contrabando y sus equiparables sean considerados, perseguidos y sancionados conforme a la ley de la delincuencia organizada y sean estas reformas aprobadas a la brevedad posible.

DICTAMEN

PRIMERO.- El Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza, comparte el criterio adoptado por el H. Congreso del Estado de Tlaxcala y se adhiere al mismo por los razonamientos expuestos en los considerandos del presente documento en lo relativo a solicitar a la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión aprobar la Reforma a la Ley Federal de Delincuencia Organizada 

SEGUNDO.- Comuníquese, para su conocimiento, el presente, al H. Congreso del Estado de Tlaxcala, y a la Cámara de Diputados del H Congreso de la Unión para su conocimiento. 

Atentamente

Saltillo, Coah. A 22 de Marzo de 2004

Dip. Jesús de León Tello

Coordinador

Dip. Hugo Héctor Martínez González      Dip. Jesús Mario Flores Garza

Dip. Carlos Tamez Cuellar                        Dip. Miguel Felipe Mery Ayup

Dip. Gabriel Ramos Rivera                        Dip. Luis F. Salazar Fernández

Dip. Ramón Díaz Ávila                                Dip. María B. Granillo Vázquez

Con fundamento en lo establecido por los artículos 67 fracción XX, de la  Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, y los artículos 17 inciso 1, 40, 42 inciso 3 y 84 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila, las Comisiones de Justicia y de la Defensa de los Derechos Humanos y de los Niños de este Honorable Congreso, emiten el siguiente proyecto de dictamen:

ANTECEDENTES:
1.
Con fecha 19 de diciembre de 2003 de 2003 fue turnada a estas Comisiones, por el Pleno de este H. Congreso del Estado la siguiente documentación 

· OFICIO DEL CONGRESO DE COLIMA MEDIANTE EL CUAL SE INFORMA SOBRE LA PROBACION DE UN PUNTO DE ACUERDO, PARA MANIFESTAR SU REPUDIO TOTAL Y ABOLUTO A LA APLICACIÓN DE LA PENA DE MUERTE EN CUALESQUIERA DE LOS CASOS QUE SE VENTILEN ANTE LOS TRIBUNALES PENALES DE CUALQUIER AMBITO, DISPONIENDOSE, ASIMISMO, SU ENVIO A LOS CONGRESOS DE LOS ESTADOS DE LA REPUBLICA, CON LA SOLICITUD DE QUE SE SOLIDARICEN CON EL PUEBLO MEXICANO Y SE OPONGAN A LA APLICACION DE DICHA PENA.

2.
Anexo al oficio citado se recibieron copias simples de los siguientes documentos:

a)
Oficio No.0088703 de fecha 26 de noviembre de 2003, signado por los Diputados Secretarios Luis Avilla Aguilar y Esmeralda Cárdenas Sánchez.

b)
Punto Acuerdo de la Quincuagésima Cuarta Legislatura del Honorable Congreso del Estado de Colima aprobado en sesión del Período Ordinario en el cual se acuerda lo siguiente:

A través del cual se acuerda:

PRIMERO: Los Diputados integrantes de la Quincuagésima Cuarta Legislatura del H. Congreso del Estado de Colima, manifestamos nuestro repudio total y absoluto a la aplicación de pena de muerte para cualquiera de los casos que se ventile ante los tribunales penales de cualquier ámbito.

SEGUNDO: Se envíe el presente acuerdo a los H. Congresos De los Estados de la Republica y del Distrito Federal, para que éstos a su vez se solidaricen con el pueblo mexicano y se opongan a la aplicación de dicha pena. 

TERCERO: Que se envíe el presente acuerdo a la Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión a efecto de manifestarle nuestra inconformidad con la pena capital y en su oportunidad se legisle para abolir de nuestra Carta Magna la pena de muerte.

CUARTO: Que se envíe el presente acuerdo a la Secretaría de la Defensa Nacional a efecto de que se una a la lucha de abolir y derogar de los Códigos Militares y de Nuestra Carta Magna la pena capital.

CONSIDERANDOS:

PRIMERO.- Al hacer un estudio de la documentación presentada por el congreso de Colima y tal como se expone en los considerandos del referido punto de acuerdo, efectivamente la pena de muerte se encuentra contemplada en el artículo 22 de Nuestra Carta Magna estableciendo se en este mismo dispositivo los casos en los cuales se podrá imponer dicha sanción. A pesar de encontrarse contenida en la Constitución General, la pena de muerte no se contempla en ninguno de los ordenamientos penales de las entidades federativas del país, únicamente en los Códigos Militares.

SEGUNDO.- La aplicación de la pena de muerte en nuestro país, ha desatado todo tipo de polémicas y debates, hay voces que se manifiestan abiertamente a favor especialmente para los culpables de la comisión de delitos como secuestro, violación entre otros, sin embargo consideramos mas importante eliminar la corrupción para que los delincuentes sean juzgados y sancionados debidamente con las penas previstas en los Códigos Penales y evitar la impunidad en la que nos encontramos. 

Los principales razonamientos que se han vertido en contra de la aplicación de esta pena son los siguientes:

a)
Es éticamente reprochable.

b)
Atenta en contra de los postulados de los derechos humanos, ya que la vida es un derecho innato al ser humano y nadie tiene derecho a suprimirlo.

c)
Es contraria afines de la pena. No satisface la finalidad de prevención general y elimina, de manera radical, la posibilidad de la prevención especial.

d)
Cancela el postulado de rehabilitación del delincuente, objetivo primordial de las penas y sanciones.

e)
Es irreversible e irreparable, ya que ente un error judicial es imposible subsanar el daño causado, aunado a la poca confiabilidad con la que cuentan los órganos de imparticion de justicia en nuestro país.

 Durante décadas se han presentado argumentos sólidos de tipos filosóficos, dogmáticos jurídicos y criminológicos, argumentos que compartimos y nos pronunciamos en contra de la aplicación de la muerte en nuestro país.

TERCERO.- En días pasados y en conmemoración del día del Ejército, el Ejecutivo de la Republica Lic. Vicente Foz Quesada anunció la propuesta de enviar la iniciativa en la cual se elimine la pena de muerte en los Códigos Militares; y en la Carta Magna, iniciativa que veremos con agrado una vez que sea presentada, manifestándonos a favor del respeto a la vida.
CUARTO.- Asimismo es importante destacar que esta Quincuagésima Sexta Legislatura se ha pronunciado en diversas ocasiones en contra de la aplicación de pena de muerte y a favor del respeto a la vida, motivos por lo cuales, los .integrantes de las Comisiones de Justicia y de la Defensa de los Derechos Humanos y de los Niños, nos adherimos al punto de acuerdo presentado por el Congreso de Colima.

Por lo anteriormente expuesto, y con fundamento en el artículo 84 de la Ley Orgánica del Congreso, las Comisiones de Justicia y de la Defensa de los Derechos Humanos y de los Niños proponen para su aprobación, el siguiente proyecto de:

DICTAMEN
PRIMERO.- El Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza, comparte el criterio adoptado por el H. Congreso del Estado de Colima y nos adherimos al mismo, por los razonamientos expuestos en los considerandos del presente documento manifestándonos en contra de la aplicación de la pena de muerte para cualquiera de los casos que se ventilen ante los tribunales penales de cualquier ámbito, y a favor de la derogación de dicha sanción en la Carta Magna, así como en la leyes militares.

SEGUNDO.- Comuníquese, para su conocimiento, el presente, al H. Congreso del Estado de Colima, a la Cámara de Diputados del H Congreso de la Unión y a la Secretaria de la Defensa Nacional para su conocimiento. 

Atentamente

Saltillo, Coah. A 22 de Marzo de 2004

POR LA COMISION DE JUSTICIA

Dip. Jesús de León Tello

Coordinador

Dip. Hugo Héctor Martínez González      Dip. Jesús Mario Flores Garza

Dip. Carlos Tamez Cuellar                        Dip. Miguel Felipe Mery Ayup

Dip. Gabriel Ramos Rivera                        Dip. Luis F. Salazar Fernández

Dip. Ramón Díaz Ávila                                Dip. María B. Granillo Vázquez

POR LA COMISION DE LA DEFENSA DE LOS DERECHOS 

HUMANOS Y DE LOS NIÑOS

Dip. José Angel Pérez Hernández

Coordinador

Dip. Jesús Alfonso Arreola Pérez             Dip. Martha Loera Arámbula

Dip. Hilda Esthela Flores Escalera            Dip. Latiffe Eloisa Burciaga Neme

Dip. Gregorio Contreras Pacheco              Dip. Karla Samperio Flores

Dip. María Beatriz Granillo Vázquez           Dip. Samuel González Pérez

